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RESUMEN: 

Este trabajo pretende adentrarse en el sistema de provisión de los beneficios 
eclesiásticos y en sus distintas formas y variantes durante el período que abarca el 
reinado de Carlos III, un momento en el que la Corona acababa de obtener el control 
sobre la práctica totalidad de las antiguas reservas apostólicas de carácter beneficial. 
Ante esta nueva situación, era necesario establecer el modo de proveer las diferentes 
piezas eclesiásticas, así como regular el proceso de provisión al completo. A partir de 
los expedientes de nombramiento, y con ayuda de la legislación de la época, 
analizaremos las acciones y medidas orientadas en este sentido, las cuales se 
prolongaron durante todo el reinado de este monarca. De este modo, podremos 
conocer también los intereses y las preocupaciones de la Corona al respecto, la forma 
en el que fueron llevados a la práctica, y los límites u obstáculos que se presentaron 
para ello. 
 

PALABRAS CLAVE: 

Provisiones beneficiales; Real Patronato; beneficios eclesiásticos; Carlos III; siglo 
XVIII  
 

ABSTRACT: 

The aim of this paper is to examine the system of awarding ecclesiastical benefices and 
the different forms and variations it took during the reign of Charles III, at a time 
when the Crown had just obtained control over practically all of the former Papal 
benefice reserves. Faced with this new situation, it was necessary to establish the way 
in which the different ecclesiastical offices would be awarded, and to regulate the 
entire awarding process. Based on records of appointments and legislation from the 
period, this paper will analyse the actions and measures taken in this regard 
throughout the entire reign of Charles III. This analysis should also reveal the interests 
and concerns of the Crown in this regard, the manner in which they were put into 
practice, and the limits or obstacles faced. 
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Awarding of benefices; Royal Patronage; ecclesiastical benefices; Charles III; 18th 
Century  

 
 
Desde tiempos de los Reyes Católicos hasta la época de Fernando VII, los esfuerzos de 

los monarcas hispánicos por hacerse con el control de la Iglesia de sus reinos estuvieron 
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presentes de manera constante, aunque con distinta intensidad1. En esta línea, el reinado de 

Carlos III (1759-1788) ha sido presentado por la historiografía como el momento cumbre 

del regalismo español, pues resultó clave en lo que se refiere al sometimiento definitivo de 

la Iglesia a la Corona y a la transformación de sus ministros en auténticos funcionarios al 

servicio de la misma2. Sin embargo, las actuaciones dirigidas a conformar este nuevo 

modelo de clero nacional son menos conocidas, especialmente en lo que respecta al 

proceso de selección.  

El control que la monarquía aspiraba a ejercer sobre la esfera eclesiástica era impensable 

sin un sistema de provisión que garantizara el acceso a los beneficios de los candidatos más 

idóneos, siempre desde el punto de vista de los intereses regios3. Pretendemos adentrarnos 

en este sistema y en sus distintas formas durante el período que abarca el reinado de este 

monarca, un momento en el que la Corona, en virtud del Concordato de 1753, acababa de 

obtener el derecho a proveer la práctica totalidad de los beneficios anteriormente 

reservados por el papado. Los últimos años de Fernando VI habían dado para poco en este 

sentido. De hecho, la paralización institucional que se vivió al final de su vida afectó 

también a los órganos dedicados a la distribución de estas gracias4. De este modo, a la 

llegada de Carlos III a la península, todavía era necesario fijar el modo de proveer las 

distintas piezas eclesiásticas que habían pasado a pertenecer al Real Patronato, así como 

regular el funcionamiento de este proceso y la intervención de las distintas instituciones 

implicadas en el mismo. Estas tareas, sin embargo, se acabaron extendiendo a lo largo de 

todo el reinado, señal de la importancia que tuvo para el monarca esta reglamentación, pero 

también de las dificultades que presentaba y de las complicaciones con las que se encontró 

su puesta en práctica. 

A continuación, analizaremos cómo se fue configurando y reglamentando desde la 

Corona el sistema de provisión de los beneficios eclesiásticos durante este período con el 

fin de controlar la selección del clero beneficial y el perfil de los nuevos beneficiados. Lo 

haremos a partir de los expedientes de estos nombramientos, elaborados en la Secretaría de 

Gracia y Justicia, en concreto, los correspondientes a las provisiones de la archidiócesis de 

Toledo y sus diócesis sufragáneas (Cartagena, Córdoba, Cuenca, Osma, Segovia, Sigüenza y 

Valladolid). Para ello, comenzaremos atendiendo a las medidas orientadas a conocer la 

extensión y las características del amplio conjunto beneficial que había quedado en manos 

de la monarquía y a llevar las nuevas prerrogativas regias a su máxima expresión. 

                                                 
1CORTÉS PEÑA, ANTONIO LUIS: Religión y política durante el Antiguo Régimen, Granada, Universidad de Granada, 
2001, p. 15. 
2MARTÍ GILABERT, FRANCISCO: Carlos III y la política religiosa, Madrid, Rialp, 2004, pp. 49-51. RODRÍGUEZ 

LÓPEZ-BREA, CARLOS: “Secularización, regalismo y reforma eclesiástica en la España de Carlos III: un estado 
de la cuestión”, Espacio, tiempo y forma. Serie IV, Historia Moderna, 12 (1999), pp. 355-372. 
3LÓPEZ ANDRÉS, JESÚS MARÍA: “Real Patronato eclesiástico y presentación beneficial. La actuación de la 
Corona de Castilla en la diócesis de Almería”, en CORTÉS PEÑA, ANTONIO LUIS; LÓPEZ-GUADALUPE 

MUÑOZ, MIGUEL LUIS y LARA RAMOS, ANTONIO (eds.): Iglesia y sociedad en el reino de Granada (ss. XVI-XVIII), 
Granada, Universidad de Granada, 2003, p. 110. ARTOLA RENEDO, ANDONI: “Reflexiones sobre la práctica 
del regalismo: gracia regia y alta carrera eclesiástica durante el reinado de Carlos III (1759-1788)”, Hispania 
Sacra, 65, extra 2 (2013), p. 255.  
4GÓMEZ-RIVERO, RICARDO:“Consultas del inquisidor Quintano Bonifaz sobre prebendas eclesiásticas”, 
Revista de la Inquisición (intolerancia y derechos humanos), 1 (1991), pp. 252-253. 
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Seguidamente, nos ocuparemos de las distintitas actuaciones que comprendían el proceso 

de provisión de cada tipo de pieza y de su reforma y reglamentación.  

Conocimiento y extensión del derecho de provisión.  

A comienzos del reinado de Carlos III, la situación del clero beneficial y del propio 

sistema de provisión de los beneficios distaba mucho de ser envidiable. La paralización 

sufrida en los últimos meses de Fernando VI se había sumado al colapso de la Cámara de 

Castilla, la institución encargada de gestionar el Real Patronato, que había visto 

incrementado notablemente su volumen de trabajo a partir 17535. Por otra parte, aún no se 

había logrado conformar un registro exacto de las piezas que tocaban a la provisión real, 

paso esencial a la hora de profundizar en la reglamentación y el control del sistema de 

acceso a los beneficios eclesiásticos6.  

Así pues, en primer lugar, los esfuerzos regios dentro del ámbito beneficial estuvieron 

orientados a obtener un conocimiento preciso de los beneficios existentes y de sus 

características, lo que debía contribuir a facilitar el ejercicio de la gracia regia, así como a 

evitar que los derechos del monarca fueran usurpados por terceros. En este sentido, las 

medidas dirigidas a garantizar que la información sobre las vacantes y sus cualidades llegara 

de manera adecuada a las instituciones encargadas de su gestión estuvieron presentes a lo 

largo de todo el reinado de este monarca y vinieron a sumarse a las que ya había puesto en 

marcha su hermano tras la firma del concordato7. Estas iniciativas afectaron también a las 

piezas que resultaban vacantes como consecuencia del ascenso de sus titulares a otros 

cargos. De ahí que todo clérigo provisto a cualquier beneficio del Real Patronato hubiera 

de dejar constancia de las rentas que tenía hasta el momento. Además, por resolución a 

consulta de la Cámara de 5 de agosto de 1768, la obligación de declarar si se poseían piezas 

eclesiásticas se extendió a aquellos que eran nombrados en plazas, empleos u oficios 

seculares, y por real orden de 25 de marzo de 1770 se mandó que el secretario de la Cámara 

diese cuenta al rey a través de la Secretaría de Gracia y Justicia de todas las vacantes 

beneficiales que se produjeran con motivo de las provisiones de plazas togadas, con 

expresión de sus valores y circunstancias8. Con todo, no era extraño que algunos beneficios 

permanecieran sin cubrir durante años, hasta que llegaba a Madrid la noticia de su vacante, 

o que el soberano debiera defender su derecho a proveerlos mediante largos pleitos9. 

                                                 
5GONZÁLEZ FUERTES, MANUEL AMADOR: “La Cámara de Castilla y el Real Patronato (1733-1759): de la 
prepotencia a la impotencia”, Brocar. Cuadernos de Investigación Histórica, 25 (2001), pp. 75-108. 
6OLAECHEA ALBISTUR, RAFAEL: Las relaciones hispano-romanas en la segunda mitad del XVIII.La agencia de preces, 
Zaragoza, Institución Fernando el Católico, 1965, vol. 1, p. 165. 
7 Ya en 1753, los titulares de las Secretarías del Real Patronato pidieron a los prelados información sobre los 
beneficios de sus territorios con expresión de sus calidades y valores, pero esta tarea se llevó a cabo con tal 
lentitud que en 1759 no existía aún una relación puntual. Algo similar ocurrió con las notificaciones de las 
vacantes, a pesar de que su regulación fue también rápida. BARRIO GOZALO, MAXIMILIANO: El clero en la 
España moderna, Córdoba, CajaSur, 2010, p. 167. Novísima Recopilación de las Leyes de España, Madrid, 1805, libro 
I, título XVIII, ley V. 
8Ibídem, libro I, título XVIII, ley IV, notas 14 y 15. 
9 Entre ellos, destacan los que mantuvo con los marqueses de Villena o con los duques del Infantado a 
propósito de la provisión de varias prebendas de las colegiales de Escalona y Pastrana, los cuales se alargaron 
hasta finales del reinado. Archivo General de Simancas [AGS], Gracia y Justicia [GJ], leg. 306, La Cámara, 16 
de septiembre de 1765. AGS, GJ, leg. 324, La Cámara, 16 de febrero de 1783. AGS, GJ, leg. 325, La Cámara, 25 de 
septiembre de 1784. 
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Por otro lado, como hemos adelantado, al tiempo que se profundizaba en el 

conocimiento del sistema beneficial y de los beneficios anteriormente reservados, se buscó 

también dotar a este recién adquirido derecho de presentación de la mayor extensión 

posible. De este modo, una vez suprimidas la mayoría de las formas extraordinarias de 

provisión10, que habrían limitado considerablemente las facultades regias en los 

nombramientos eclesiásticos, el monarca y su entorno se preocuparon de otros aspectos 

que tampoco habían sido consignados de forma específica en el Concordato de 1753. A 

través de una amplia labor legislativa ─surgida, a menudo, para solventar los problemas que 

la falta de precisión del texto concordatario ocasionaba─, la Corona se aseguró, entre otras 

prerrogativas, la provisión de los beneficios vacantes por promoción de sus poseedores a 

piezas de Real Patronato o por renuncia dentro de los meses reservados, aunque éstas se 

hubieran realizado ante los ordinarios; la de aquellos que quedaban vacantes estándolo 

también las mitras o la de los que no eran provistos por sus respectivos patronos dentro del 

período estipulado11.  

Estas iniciativas se centraron también en obtener la provisión de piezas concretas, 

siempre que se encontraran fundamentos para ello, y aunque anteriormente no hubieran 

formado parte de las reservas apostólicas. De este modo, la Corona logró proveer algunas 

capellanías y beneficios de escasa importancia apoyándose en la ausencia de los patronos 

laicos a quienes correspondía este derecho o en la pérdida del mismo si no habían realizado 

el nombramiento dentro del plazo establecido. Con todo, estas actuaciones no obedecieron 

a un plan diseñado íntegramente desde un primer momento, sino que, en realidad, las 

directrices iniciales se fueron plasmando en el quehacer cotidiano. En este sentido, no 

debemos olvidar que la labor legislativa de la Corona avanzaba, fundamentalmente, a partir 

de la actividad habitual de los diferentes consejos12.  

Teniendo presente este marco general, es momento de conocer en profundidad cómo 

se llevó a cabo el proceso de selección de los clérigos destinados a ocupar todas estas 

piezas.  

Proceso y formas de provisión. 

El proceso de provisión de los beneficiados que formaban parte de este patronato 

concordatario siguió, en principio, el modelo de aquel que se había empleado hasta el 

momento para las provisiones pertenecientes al patronato antiguo13. De hecho, las 

reformas introducidas en la selección del clero beneficial durante este período afectaron al 

conjunto de las piezas del Real Patronato.  

Aunque no se realizaba de manera idéntica en todos los casos, este proceso comenzaba 

siempre en las secretarías del Real Patronato, en concreto, en la de Castilla para las 

                                                 
10 Las coadjutorías con derecho a sucesión ya habían sido prohibidas en 1745. Tras el concordato, se 
confirmó este decreto y se suprimieron también las resignas in favorem. Las permutas, sin embargo, siguieron 
realizándose, aunque quedaron sujetas a la licencia regia. Novísima Recopilación…, Libro I, Título XIII, Ley V. 
11Ibídem, libro I, título XVIII, ley IV, nota 12, ley VII y ley VIII. AGS, GJ, leg. 321, La Cámara, 17 de julio de 
1780. 
12SÁNCHEZ-BLANCO PARODY, FRANCISCO: El Absolutismo y las Luces en el reinado de Carlos III, Madrid, Marcial 
Pons, 2002, p. 96. 
13 Esta distinción entre patronato antiguo y concordatario diferencia los derechos de patronato que pasaron a 
la Corona a partir de 1753 de aquellos que ya le pertenecían con anterioridad, HERMANN, CHRISTIAN: L'Eglise 
d'Espagne sous le Patronage Royal, 1476-1834: essai d'ecclésiologie politique, Madrid, Casa de Velázquez, 1988, p. 131. 
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provisiones de la provincia eclesiástica de Toledo. En general, eran los propios clérigos 

quienes enviaban a esta institución sus memoriales pidiendo las piezas que deseaban, 

después de haber solicitado en ella la expedición de su relación de méritos. Sus demandas 

solían llegar al producirse las vacantes que deseaban cubrir, aunque en ocasiones enviaban 

sus súplicas con la esperanza de que el monarca los tuviera presente para cualquier 

beneficio. La excepción a esta práctica la constituían las provisiones de los obispados y de 

aquellos beneficios que requerían concurso. En el primer caso, porque las mitras no eran 

solicitadas directamente por los clérigos, sino que la secretaría elaboraba una lista con los 

candidatos más apropiados14; en el segundo, porque las propuestas con los pretendientes 

eran elaboradas y enviadas a la secretaría tras las pruebas.  

Cuando era necesaria la consulta de la Cámara de Castilla ─en todas las provisiones, 

salvo las de beneficios simples y capellanías que no requerían concurso o las de piezas que 

vacaban por derecho de resulta─, la secretaría le remitía toda la documentación relativa a 

los beneficios a proveer y sus pretendientes, si debía elaborar las propuestas, o las ternas 

que habían sido confeccionadas tras el concurso, si debía confirmarlas. Seguidamente, la 

Secretaría de Gracia y Justicia redactaba los expedientes de provisión que empleaban sus 

titulares para despachar estos nombramientos con el rey, hubieran sido consultados o no. 

En esta parte final del proceso, podía intervenir también el confesor real, al que el monarca 

demandaba su dictamen en ciertas ocasiones, aunque esto sucedió con menos frecuencia 

que en la época anterior, especialmente cuando existía ya una terna15.  

Sin introducir grandes cambios en este proceso, las medidas diseñadas desde la Corona 

se centraron en aumentar el control regio sobre la provisión de estos beneficios, 

reduciendo otras posibles influencias, así como en reglamentar el acceso de los clérigos a 

los mismos y su perfil. En este sentido, se trató de impedir, por ejemplo, que los 

pretendientes acudieran a la Corte a defender sus intereses, prohibiendo su presencia en 

ella, como ya había hecho Fernando VI sin demasiado éxito16. De hecho, a lo largo de su 

reinado, Carlos III hubo de repetir esta prohibición en varias ocasiones17. Por otra parte, se 

insistió también en la promulgación de una instrucción que regulara todas las provisiones. 

Ya en 1764, se había remitido a la Cámara la orden de formar dos, una sobre lo judicial y 

otra sobre lo consultivo del Real Patronato, que debían ser enviadas al soberano para que 

estableciera las reglas fijas por las que se debían gobernar estos negocios. Esta última tenía 

como objetivo establecer el método y el orden que era preciso seguir en los 

nombramientos18. No obstante, al final el reglamento general previsto se redujo a la 

instrucción de 24 de septiembre de 1784, que se centraba exclusivamente en las 

presentaciones beneficiales19.  

                                                 
14ARTOLA RENEDO, ANDONI: De Madrid a Roma. La fidelidad del episcopado en España (1760-1833), Gijón, 
Ediciones Trea, 2013, p. 51. 
15FERRÁNDIZ MORENO, MÓNICA: “El poder regio en la selección del clero beneficial español durante la 
primera mitad del reinado de Carlos III”, en GARCÍA FERNÁNDEZ, MÁXIMO (ed.): Familia, cultura material y 
formas de poder en la España moderna. III Encuentro de jóvenes investigadores en Historia Moderna, Valladolid 2 y 3 de julio 
de 2015, Madrid, Fundación Española de Historia Moderna, 2016, p. 1091. 
16Novísima Recopilación…, libro I, título XV, ley V. 
17Ibídem, libro I, título XV, ley VI. 
18 AGS, GJ, leg. 313, El marqués de Grimaldi a Andrés de Otamendi, El Pardo, 17 de enero de 1768. 
19Novísima Recopilación…, libro I, título XVIII, ley XII. 
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En realidad, muchas de las actuaciones relacionadas con el proceso de provisión que 

aparecen en este documento habían sido establecidas en la legislación anterior, como las 

que se referían a la notificación de las vacantes, al registro de las piezas y las provisiones o 

al envío de los informes de obispos y universidades sobre las personas dignas de obtener 

algún beneficio. No obstante, la instrucción especificaba de forma más precisa la 

información que se debía hacer constar en cada caso. Esta rigurosidad acompañaba 

también a las disposiciones acerca de las cualidades que habían de tener los clérigos 

nombrados para cada pieza. De hecho, para muchas de las provisiones fijaba, incluso, un 

turno de acceso en el que se regulaba qué tipo de pretendientes podían ser propuestos en 

cada ocasión. Con todo, esta nueva normativa llegaba en los momentos finales del reinado. 

Debemos atender ahora de manera específica a las medidas orientadas a los distintos tipos 

de provisiones que fueron adoptadas a lo largo de este período.  

Resultas y otras provisiones sin consulta 

Como hemos visto, el proceso de provisión no era igual para todas las piezas. De 

hecho, en algunos casos existían dudas o imprecisiones acerca del modo en el que debían 

ser provistas, al menos en los primeros momentos. Para comenzar, podemos diferenciar 

entre aquellas que precisaban la consulta de la Cámara de Castilla y las que iban 

directamente a la Secretaría de Gracia y Justicia, después de que los pretendientes hubieran 

enviado sus solicitudes a la de Real Patronato. Estas últimas eran las de aquellas piezas que 

habían vacado por la promoción de sus poseedores a otro beneficio de patronato real, es 

decir, por derecho de resulta, y las de la mayoría de los beneficios simples y capellanías, 

que, salvo cuando requerían concurso, no pasaban por la Cámara. Este sistema había sido 

seguido desde la aparición de la Secretaría de Gracia y Justicia a principios del siglo XVIII. 

De hecho, con anterioridad, se había utilizado el mismo método, pero sin intervención de 

esta última institución20. Tras el concordato, se extendió a los beneficios de patronato 

concordatario mediante los decretos de la Cámara de 12 de mayo de 1753 y 2 de junio de 

176121. Además, en este momento, la Corona vio necesario regular los tipos de beneficios a 

los que afectaba, lo que implicó también una reducción de su empleo. 

A comienzos del reinado de Carlos III, parece que el monarca quiso asegurarse de que 

algunas prebendas de cierta importancia que se hallaban vacantes por derecho de resulta 

recayeran en los individuos más apropiados ordenando que la Cámara las consultara. Así 

sucedió, por ejemplo, con media ración de la catedral de Murcia, vacante por ascenso de 

Agustín Fernández de Lima a una canonjía en 1760 o con una prebenda similar de la 

catedral de Córdoba en 176222. De este modo, se limitaba también el poder del confesor 

real, que hasta entonces había ejercido un control absoluto sobre las provisiones que no 

precisaban consulta, pues a través de sus dictámenes lograba que los monarcas escogieran a 

los candidatos de su elección. Estos nombramientos, para los que la Cámara no elaboraba 

ninguna terna, siguieron dependiendo en buena medida de este eclesiástico, que continuó 

                                                 
20TERUEL GREGORIO DE TEJADA, MANUEL: Vocabulario básico de la Historia de la Iglesia, Barcelona, Crítica, 
1993, pp. 24-25. 
21Novísima Recopilación…, libro I, título XVIII, ley IV, notas 12 y 13. 
22 AGS, GJ, leg. 331, Relación de pretendientes a la media ración de la catedral de Murcia que se halla vacante al real derecho 
de resulta por la promoción de Agustín Fernández de Lima, 24 de junio de 1760. AGS, GJ, leg. 303, La Cámara, 30 de 
octubre de 1762. 
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emitiendo su parecer a petición del monarca. Sin embargo, su influencia sobre la totalidad 

de las provisiones fue menor debido a que su intervención desapareció prácticamente de 

aquellas que eran sometidas a consulta y a que esta última se hizo extensiva a algunos 

beneficios y situaciones en los que antes no se daba. En este sentido, aunque a partir de los 

primeros años de la década de 1760 el rey dejó de solicitar la participación de la Cámara 

para proveer resultas de prebendas capitulares, como había hecho al principio en ciertas 

ocasiones, los obispados ya no volvieron a ser provistos sin consulta previa. Tampoco los 

beneficios con cura de almas, a los que se les impuso de manera definitiva el concurso, 

como veremos a continuación. En lo que respecta a los beneficios simples y capellanías, sin 

embargo, no hubo apenas cambios. 

Provisiones mediante consulta 

La mayoría de los beneficios continuaron siendo provistos precediendo la consulta de la 

Cámara de Castilla, como había sucedido desde los orígenes de esta institución. De hecho, 

su labor en la gestión del Real Patronato había sido regulada ya en 1588. La instrucción de 

6 de enero de este año le encomendaba todos los asuntos relativos al mismo en los 

territorios de la Corona de Castilla y refería el modo en el que debía proceder en las 

consultas de las vacantes, precisando, incluso, la información que debían contener las 

mismas23. Tras la llegada de la nueva dinastía, sus actuaciones se extendieron también a los 

territorios de la Corona de Aragón y a partir del Concordato de 1753, a todos los beneficios 

incluidos dentro del patronato concordatario. 

En lo que respecta a su intervención en el proceso de provisión, el cometido de sus 

integrantes24 en estos momentos consistía en ofrecer al monarca una terna con los 

candidatos que consideraban más apropiados para cubrir cada vacante, o bien en examinar 

las que remitían los ordinarios o los cabildos tras los concursos. En el primer caso, se 

trataba, mayoritariamente, de piezas que habían vacado por muerte de sus titulares, entre 

las que era difícil encontrar beneficios de escasa importancia, pues éstos eran provistos sin 

consulta. No obstante, también se incluían aquí los obispados, fuera cual fuera la causa de 

su vacante; las capellanías de coro, siempre que no hubieran vacado por resulta, a pesar de 

que la mayoría de las piezas de este tipo no requerían consulta; y algunas prebendas de 

cierta importancia que el rey ordenó consultar de manera puntual, sobre todo durante los 

dos primeros años.  

Según la instrucción de 1588, las consultas que la Cámara elevaba al monarca con las 

ternas que había elaborado debían especificar en cada caso de qué tipo de pieza se trataba, 

quién había sido su último titular, cuál era su valor, en qué consistían sus cargas y si 

contaban con pensiones u otras obligaciones. Además, este órgano debía procurar que 

fueran propuestas “las personas que parecieran mas dignas para cada cosa”25. No obstante, 

durante este período, la Corona trató de incrementar su control sobre esta institución y 

sobre sus actuaciones en la selección del clero beneficial. En este sentido, no sólo se insistió 

                                                 
23Novísima Recopilación…, libro I, título XVII, ley XI y libro IV, título IV, ley I. GONZÁLEZ FUERTES, MANUEL 

AMADOR: La organización institucional de la Cámara de Castilla en la Época Borbónica, Córdoba, Universidad de 
Córdoba, 2002, p. 65. 
24 Unos cinco camaristas, aunque su número era variable; un gobernador o presidente y un fiscal. Ibídem, p. 
298. 
25Novísima Recopilación…, libro I, título XVII, ley XI. 
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en que las consultas aportaran la información necesaria, sino que también se buscó regular 

la propia elaboración de las ternas y las cualidades de los clérigos que eran propuestos en 

ellas. Como hemos visto, el reglamento definitivo que recogía todos estos esfuerzos no 

llegó hasta 1784 y su puesta en práctica hubo de hacer frente a las dudas y omisiones más o 

menos intencionadas de las instituciones implicadas en el proceso de provisión. Sin 

embargo, hasta esta fecha, la labor legislativa iniciada tras el concordato siguió su marcha, 

aunque en lo que respecta a los nombramientos que requerían consulta parece que los 

cambios más importantes se dieron entre aquellos que se llevaban a cabo mediante 

concurso.  

Como hemos dicho, a la Cámara llegaban también las ternas elaboradas mediante 

concurso para su examen y aprobación. Entre ellas estaban las de canonjías de oficio 

─lectoral, doctoral, magistral y penitenciaria─ de los cabildos catedralicios y colegiales, 

cuyos titulares desempeñaban tareas concretas dentro del cabildo. Con la finalidad de 

seleccionar a los individuos más adecuados para el ejercicio de estas funciones, los 

aspirantes a ocupar dichas prebendas debían concurrir a un concurso-oposición. De este 

modo, se garantizaba, en principio, que estas piezas recayeran en los pretendientes de 

mayor mérito. Después de 1753, este sistema se siguió manteniendo en las provisiones de 

las canonjías de oficio que tocaban al monarca. De hecho, la obligación de realizar un 

concurso abierto en estos casos fue recogida en el propio texto del concordato y se volvió a 

repetir en la legislación inmediatamente posterior a la firma del mismo, así como en la 

instrucción de 178426. Los exámenes, a cargo de la comisión nombrada por el cabildo en 

cuestión, tenían lugar en la sede del mismo y finalizaban con la votación para proponer a 

los clérigos que se consideraran más apropiados de acuerdo a los resultados que hubieran 

obtenido en las pruebas y a sus méritos. En este tipo de provisiones, eran sólo dos los 

pretendientes que se proponían al monarca, los cuales debían ir ordenados en la propuesta 

según la preferencia del cabildo27. Cada uno de sus miembros votaba a un candidato para el 

primer lugar y a otro para el segundo y, tras el recuento, se establecía el orden en función 

de los votos que habían obtenido. La Cámara recibía estas propuestas y las evaluaba 

emitiendo su parecer al respecto. La mayoría de las veces se limitaba a confirmar su 

idoneidad y sólo en raras ocasiones aconsejaba que el nombramiento recayera en un 

individuo en concreto. 

No obstante, debió de existir una cierta preocupación por parte del monarca sobre el 

modo en el que se llevaban a cabo los concursos en los cabildos ─de los que surgían no 

pocos pleitos “por las más pasiones, por los partidos, y por los empeños que tienen los 

canónigos que componen los cabildos”─28, así como acerca de la adecuación de los 

candidatos propuestos como resultado de los mismos. Con el fin de garantizar que la 

Cámara tuviera un conocimiento exacto acerca estas cuestiones a la hora de remitir las 

consultas de estas piezas, Carlos III ordenó por real decreto de 30 de noviembre de 1770 

que en las ternas para la provisión de prebendas de oficio se expresaran los votos de cada 

                                                 
26 Véase nota 19. Concordato celebrado en el año de 1753 entre las cortes de Roma y Madrid. Constitución apostólica y breve 
expedidos en su corroboración y declaración, Madrid, Imprenta de Antonio Pérez de Soto, 1796, p. 13. 
27 AGS, GJ, leg. 302, La Cámara, 2 de diciembre de 1761. 
28 AGS, GJ, leg. 313, Joaquín de Eleta a Manuel de Roda, Madrid, 25 de marzo de 1772. 
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opositor, sus títulos y censuras29. Como en otras ocasiones, el monarca buscaba aumentar 

de esta manera su control sobre estos nombramientos, conociendo cómo se habían 

elaborado las ternas, supervisando ─a través de la Cámara─ que la ordenación de los 

opositores fuera la adecuada, y escogiendo, en definitiva, a los clérigos que fueran más de 

su agrado gracias a la información que contenía la propuesta.  

Al igual que las canonjías de oficio, también los beneficios con cura de almas debían ser 

provistos por concurso-oposición, según figuraba en el concordato. Sin embargo, a 

diferencia de lo que ocurría con las provisiones de estas cuatro canonjías, con anterioridad 

a 1753, la Corona concedía los curatos que tocaban a su provisión sin ninguna prueba 

previa, en contra de lo que estipulaba el Concilio de Trento30. Esta práctica se debía, 

fundamentalmente, a que antes de 1753, el rey podía disponer, sobre todo, de aquellas 

provisiones de curatos que vacaban por derecho de resulta, en las cuales utilizaba el mismo 

sistema que con el resto de los beneficios que vacaban por esta razón. En este sentido, el 

concordato trajo consigo la puesta en práctica de lo que las disposiciones tridentinas ya 

estipulaban acerca de la concesión de las piezas con cura de almas. De hecho, la Corona 

trató de llevar a la práctica estas disposiciones de manera inmediata, con el convencimiento 

de que la extensión del concurso mejoraría la calidad de los clérigos a cargo de la cura de 

almas. No obstante, como sucedió con otras de las reformas desarrolladas en estos 

momentos, su implantación no estuvo exenta de dificultades. Así pues, a pesar de que 

Fernando VI, a consultas de la Cámara de 28 de mayo de 1753 y de 17 de noviembre de 

1756, había establecido que se guardara la formalidad del concurso y la terna también en las 

resultas por promoción de sus poseedores a otros curatos de patronato concordatario31, las 

dudas y controversias relativas a la aplicación de este sistema seguían presentes entre los 

órganos que intervenían en dichas provisiones. Para acabar con estos problemas, el 

monarca, por cédula de la Cámara de 30 de mayo de 1759, declaró la obligatoriedad del 

concurso para “todos los Curatos de provision eclesiástica, aunque sean de Patronato 

eclesiástico de qualquiera Cablido, Comunidad ó particular que sea” y “no obstante 

qualesquiera órdenes y práctica que hasta ahora haya habido en contrario”. Además, 

señalaba de manera específica que aquellos beneficios curados de su real presentación 

debían ser provistos así “en qualquier tiempo y forma que vaquen”, lo que extendía el 

concurso también a los curatos que lo hubieran hecho por ascenso de sus titulares a piezas 

de otro tipo32. 

Con todo, a comienzos del reinado de Carlos III seguían existiendo dudas al respecto. 

La Cámara, con intervención de su fiscal, las resolvía concediendo siempre la mayor 

extensión posible al concurso, como ocurrió en 1760, cuando a propósito de la provisión 

de una vicaría curada que vacaba por promoción de su titular a una canonjía, volvió a 

señalar que este método debía seguirse también cuando los curatos no se hallaran vacantes 

por muerte o por ascenso a una pieza similar, según lo acordado en 175933. No obstante, a 

pesar de las dificultades existentes en este proceso, sobre todo en los primeros momentos, 
                                                 
29Novísima Recopilación…, libro I, título XIX, ley III. 
30Concordato celebrado…, pp. 13-14. El sacrosanto y ecuménico Concilio de Trento, traducido al idioma castellano por don 
Ignacio López de Ayala, Madrid, 1785, sesión XXIV, capítulo XVIII. 
31 AGS, GJ, leg. 313, Copia íntegra de la respuesta del fiscal a la consulta de la Cámara de 2 de marzo de 1772. 
32Novísima Recopilación…, libro I, título XX, ley III. 
33 AGS, GJ, leg. 301, La Cámara, 19 de noviembre de 1760. 
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el concurso estuvo presente en las provisiones de todas las piezas con cura de almas, 

incluso en las de prebendas que, aun no tratándose de beneficios parroquiales, la tenían 

aneja. Del mismo modo, también se trató de extender a la provisión de piezas que 

anteriormente no contaban con las características oportunas para ello como, por ejemplo, 

aquellos curatos amovibles que con los nuevos planes beneficiales se transformaron en 

perpetuos y, por tanto, en colativos y sujetos a concurso-oposición. 

Una vez asegurada la provisión mediante este sistema de todos los beneficios con cura 

de almas, las iniciativas dentro de este terreno se centraron en la reglamentación del 

proceso. Los concursos a curatos eran convocados por los obispos ─o, en su defecto, por 

los cabildos o los gobernadores de los obispados─, que se ocupaban de designar a los 

examinadores sinodales, de velar por la regularidad de las pruebas y de presentar ante la 

Cámara las ternas resultantes34. En este sentido, la orden real de 1 de septiembre de 1753 ya 

había señalado la conveniencia de que estas propuestas indicaran las cualidades y los 

empleos eclesiásticos ejercidos por los individuos que las conformaban. Poco después, la 

circular de la Cámara de Castilla de 9 de octubre del mismo año precisaba que debían 

mencionar los grados, méritos y cualidades de cada uno de los sujetos propuestos35. Sin 

embargo, estas disposiciones no tuvieron prácticamente seguimiento, como se refleja en los 

pleitos suscitados a propósito de la provisión de algunos curatos, ante los que la Cámara 

hubo de hacer frente a las dificultades derivadas de su desconocimiento acerca del modo en 

el que se habían confeccionado las ternas y de los individuos que las integraban. Con fecha 

de 16 de abril de 1768, volvió a expedirse una circular a todos los ordinarios para que 

incluyeran en sus propuestas estas informaciones, además de los datos sobre los beneficios 

vacantes y los resultados de las censuras. Como de costumbre, tardó en llevarse a la 

práctica, aunque a principios de la década de 1770 su seguimiento se fue generalizando en 

todas las diócesis de nuestro estudio. La instrucción de 1784 volvió a recogerla, junto con la 

última iniciativa dirigida a reglar y homogenizar estas provisiones: la extensión del método 

empleado en los concursos de la archidiócesis primada a todos los obispados36. No 

obstante, los efectos de la aplicación de este sistema ─no siempre exitosa─ sobre la 

selección de los nuevos curas y su perfil debe ser tratada de manera específica en otros 

estudios.  

Por último, los beneficios simples y capellanías no experimentaron prácticamente 

cambios en su forma de provisión, sin consulta en la mayoría de los casos. Con todo, a 

medida que fue avanzando la reforma beneficial fue aumentando el número de piezas de 

este tipo a las que se les impuso el concurso con la finalidad de mejorar las cualidades y 

aptitudes de los clérigos que las servían. Sin embargo, a diferencia de lo que sucedió con los 

curatos, esta novedad se aplicó a determinados beneficios de forma individual, la mayoría 

de las veces en el contexto de esta reforma. 

                                                 
34LÓPEZ GUADALUPE MUÑOZ, MIGUEL LUIS: “De clero y fieles en la diócesis de Granada a través de las 
visitas pastorales de la segunda mitad del siglo XVIII”, Chronica Nova, 23 (1996), p. 315. 
35HERMANN, CHRISTIAN: L’Église…, p. 266. 
36 Véase nota 19. 
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Conclusiones  

En definitiva, podemos decir que el reinado de Carlos III fue fecundo en lo que 

respecta a la legislación destinada a regular el ejercicio del Real Patronato en el ámbito 

concreto de las provisiones beneficiales. Durante este período, se abordó la necesaria 

sistematización y reglamentación del proceso de provisión de las distintas piezas que habían 

quedado en manos de la Corona tras el reciente concordato, para la que fue necesario, en 

primer lugar, ahondar en el conocimiento de las mismas. Las medidas orientadas a estos 

fines se adaptaron a lo estipulado en el texto del Concordato y conllevaron la 

materialización de algunas de las disposiciones tridentinas que aún no habían sido puestas 

en práctica por completo, como la relativa a la obligatoriedad del concurso en la provisión 

de los beneficios con cura de almas. Este afán de reforma y de racionalización fue 

acompañado de una preocupación constante por incrementar el control regio sobre las 

diferentes etapas del proceso de selección, premisa que estuvo presente en todas las 

iniciativas, aunque con resultado desigual. La resistencia de los interesados, la desidia de 

algunas de las instituciones implicadas y la complejidad de este entramado dificultaron la 

ejecución de las nuevas medidas. Con todo, a finales del reinado, se había logrado definir y 

homogenizar el proceso de provisión de las distintas piezas, aumentado el poder real sobre 

las provisiones y, en definitiva, sobre la selección del clero nacional.  

 




